Boletín N° S 68-10
INFORME   DE   LA   COMISIÓN   DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y  REGLAMENTO,   recaído   en   la consulta de la Sala acerca de los aspectos relativos a la normativa constitucional  aplicable  a  la tramitación de las leyes,  a que hace  referencia  la  Cámara  de Diputados  al  solicitar  que  se especifiquen  las  modificaciones introducidas  por  el  Senado,  en segundo trámite constitucional, al proyecto que modifica la ley N° 18.838, sobre Consejo Nacional de Televisión.
Honorable Senado:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación,  Justicia  y  Reglamento, tiene el honor de informaros   la   consulta   formulada,  relativa a  la normativa constitucional sobre formación de las leyes, a raíz de la situación producida durante la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 18.838,  sobre Consejo Nacional de Televisión.

La  situación  planteada  es,  en síntesis, la siguiente:

a) Mediante oficio N° 406, de fecha 17 de julio de 1991, la H. Cámara de Diputados comunicó  el texto del proyecto, aprobado en primer  trámite constitucional,  que modifica la ley N° 18.838,  ya aludida;
b) El Senado, durante el segundo trámite, dispuso su estudio por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.
La referida Comisión, de acuerdo a lo expresado en su informe, "por unanimidad, acordó, para una mejor inteligencia de la iniciativa..., introducir un cambio estructural de índole meramente formal,  consistente  en  reemplazar  el proyecto, que viene concebido como modificatorio  de  la  ley N° 18.838, por otro que sustituye integralmente el texto del señalado cuerpo  legal", haciendo  presente que "este nuevo texto que  se  propone  le introduce a la  ley Nº 18.838 las modificaciones acordadas por la Comisión, en armonía con las ideas matrices y fundamentales del proyecto, y sin entrar a plantear nuevas enmiendas que recaigan en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República".
 Señaló, además, que "la explicación detallada de las referidas modificaciones se encuentran contenidas en la parte expositiva" del informe.
De  acuerdo  a  lo  anterior,  la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones propuso, en definitiva, "la aprobación del proyecto de la H. Cámara de Diputados, sustituyendo su texto por el siguiente," (que indica en su informe) "refundido".

Esta  Corporación,  en  sesión  de fecha de 19 de noviembre de 1991, aprobó en general el proyecto y dispuso su envío, para segundo informe, a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Posteriormente, en sesión de 28 de noviembre de 1991, la Sala despachó, en particular, la iniciativa, aprobando las modificaciones propuestas por la mencionada Comisión al texto contenido en su primer informe.

Como consecuencia de lo anterior, mediante oficio de fecha 29 de noviembre de 1991, se comunicó a la H. Cámara de Diputados que "el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley de esa H. Cámara que modifica la ley N° 18.838, sobre Consejo Nacional de Televisión, reemplazado por el siguiente", indicando, a continuación, el texto sustitutivo de la iniciativa, que consta de un artículo único permanente -por el que se fija el nuevo texto de la ley N° 18.838- y de cuatro artículos transitorios;
c) La H. Cámara de Diputados dispuso que el proyecto, en tercer trámite constitucional, fuera informado por su Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

El informe de la referida Comisión- en esencia- expresa que la Constitución Política en parte alguna faculta a la Cámara revisora “para sustituir íntegramente el proyecto aprobado por la Cámara de origen y tampoco para prescindir de él, como en la práctica lo ha hecho, sin emitir un pronunciamiento sobre el mismo, "en orden a aprobarlo, desecharlo   o  hacerlo  objeto  de   adiciones correcciones".
Sobre el particular, recuerda el informe  aludido  que  el  articulo  51  de  la  Carta Fundamental  de  1925  permitía  designar  Comisiones Mixtas,  de  igual  número  de Diputados y Senadores, para que propusieran la forma y modo de resolver las dificultades  producidas...  cuando  una  modificare sustancialmente el proyecto de la otra.
Agrega  que,   sin  embargo,   "la Constitución   vigente  no da  esa  posibilidad, puesto que  el mecanismo  de  la  Comisión  Mixta,  en la situación que se analiza, sólo opera en caso de reprobación de las adiciones o enmiendas".
En cuanto al procedimiento seguido por el Senado, consistente en fijar el texto refundido de la ley que el proyecto modifica, el informe señala que a la Comisión no le pareció conveniente, por los múltiples problemas que, a su juicio, genera.
En atención a lo expuesto, concluye expresando que la referida Comisión, por unanimidad, acordó señalar a la Cámara de Diputados que no le es posible  dar  cumplimiento  al  mandato  conferido  y pronunciarse sobre el alcance de las modificaciones introducidas por el H. Senado.
Al mismo tiempo -según* expresa el informe aludido- acordó recomendar a la Sala "devolver el proyecto al H. Senado, para que dé cumplimiento al trámite constitucional correspondiente, en su calidad de Cámara revisora, y abstenerse de emitir pronunciamiento sobre las modificaciones sustanciales o de fondo en él planteadas, que no guarden relación con el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados".
Finalmente,  expresó,  que  "para resolver de la forma indicada” la comisión "ha tenido en consideración, además, que el mismo procedimiento empleado en la tramitación de este proyecto se ha pretendido aplicar, o se está aplicando, según se le informara, en relación con el de Televisión Nacional de Chile, lo que refleja un accionar reiterativo que, por lo mismo, puede dar origen a funestos precedentes que no parecen aceptables".
En concordancia con lo anterior, la H. Cámara de Diputados, mediante oficio N° 588, de fecha 10 de diciembre de 1991, "acordó solicitar del H. Senado se sirva tener a bien especificar las modificaciones  introducidas  por esa Alta Corporación, en segundo trámite constitucional, al proyecto aprobado por la Cámara de Diputados", "indicando cuáles de sus disposiciones han sido objeto de enmiendas, cuáles han sido aprobadas, cuáles rechazadas y cuáles las nuevas introducidas por el H. Senado, ya que la simple sustitución de todo el proyecto no clarifica el alcance del mismo", y
d) Por último, el Senado, en sesión de fecha 10 de diciembre de 1991, acordó remitir a esta Comisión la referida solicitud de la Cámara de Diputados "a objeto de que informe acerca de los aspectos a que hace referencia dicha Corporación en relación con la normativa constitucional aplicable a la tramitación de las leyes".
 Al  estudiar  esta  materia  la Comisión   consideró  conveniente referirse separadamente, en primer término, a las facultades legislativas de la Cámara revisora y, en segundo lugar, al procedimiento seguido en el caso del proyecto en análisis, consistente en la proposición de un texto refundido de la ley que se trata de modificar.
1- Facultades   de   la  Cámara revisora.
En  nuestro  ordenamiento  consti​tucional existe un sistema bicameral, en el que ambas ramas del Congreso Nacional tienen atribuciones, en igualdad de condiciones, para concurrir a la formación de las leyes.
Es dable mencionar que el sistema bicameral chileno tiene la particularidad, además, de que, en términos generales, una u otra rama del Parlamento puede ser, indistintamente, Cámara de origen o revisora, con algunas limitaciones específicas que señala el texto constitucional, relativas a proyectos que,   por   incidir   en   determinadas   materias, necesariamente deben tener origen en alguna de ellas.
Para el adecuado funcionamiento del sistema bicameral es indispensable que cada Cámara, en cada una de las etapas del proceso legislativo, se pronuncie sobre los acuerdos adoptados por la otra en el trámite anterior, única forma de determinar de manera clara y precisa los puntos en que ha habido acuerdo, aquéllos en que ha habido discrepancias y, en este último caso, en qué consisten éstas.
En cuanto  a , las  facultades  que corresponden al Senado o a la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional de un proyecto, cabe señalar que en el propio concepto de Cámara revisora está implícita la idea de que su función primordial es "revisar" lo hecho por la de origen, esto es analizar cada una de las disposiciones aprobadas en el primer trámite constitucional, con el objeto de pronunciarse sobre ellas.
Ahora bien, la Carta Fundamental establece en su articulo 66 la norma general de que todo proyecto puede ser objeto de adiciones o correcciones en los trámites que corresponda, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado; agregando que en ningún caso se admitirán las que no tengan relación con las ideas matrices o fundamentales del proyecto.
Por su parte, los artículos 67 y 68 de  la  Constitución  Política  se  refieren  a  las facultades  de  la  Cámara  revisora,  señalando,  en términos generales,  que ésta puede desechar en su totalidad el proyecto aprobado por la Cámara de origen o introducirle adiciones o enmiendas.
Cabe destacar que las expresiones "adiciones", "correcciones" o "enmiendas" que emplea la Ley Fundamental tienen en común la particularidad de expresar claramente la idea de efectuar modificaciones parciales y específicas a algo ya hecho -el proyecto de la Cámara de origen- y no parecen admitir, en una correcta inteligencia, el procedimiento de reemplazarlo en forma global.
Por  último, es del caso señalar que la Comisión tuvo presente que bajo la vigencia de la Carta Fundamental de 1925 -que empleaba idénticas expresiones para referirse a las atribuciones de la Cámara revisora- existieron reiterados precedentes de casos  en  que  esta  última,  como única modificación, estatuyó completamente el proyecto aprobado por la de  origen,  pero  fue de  parecer  que, por  las  razones expresadas,  ellos  no  correspondían  a una  adecuada interpretación de las normas constitucionales.
En  atención  a  lo  expuesto,  la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, estimó que,  en  conformidad a  las  normas  constitucionales precedentemente señaladas y de acuerdo a una adecuada técnica  legislativa,  a  la  Cámara  revisora  le corresponde discutir y pronunciarse sobre el proyecto aprobado por la Cámara de origen y, específicamente, acerca de cada uno de los artículos contenidos en él.
   Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión,   siempre   por   unanimidad,  dejó  expresa constancia de que, en ejercicio de la función que le corresponde, y siempre que se atenga al procedimiento formal precedentemente señalado,  la Cámara revisora tiene  la   más    amplia    libertad   para   efectuar   las supresiones, enmiendas, correcciones o adiciones que estime pertinentes,  con la única limitación de que ellas  deben  estar  comprendidas  en  las  ideas fundamentales o matrices del proyecto, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 de la Carta Fundamental, ya citado, y en el articulo 24 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
2.- Facultad del Congreso Nacional para dictar textos refundidos de leyes.
En relación con esta materia, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, consideró que no es procedente que el Congreso Nacional, al conocer  de  un  proyecto modificatorio  de  una  ley vigente, formule un texto refundido de la misma, por estimar que al Parlamento sólo cabe dictar nuevas normas legales o modificar o derogar las existentes.
Hizo presente que la refundición de un cuerpo legal, en cambio, sólo "tiene por finalidad facilitar la comprensión o inteligencia de su texto, con un propósito meramente pedagógico o didáctico, sin que se introduzcan modificaciones en las normas que se refunden.
En estas circunstancias estimó que, como norma general, ella no es materia de ley, toda vez que no está comprendida entre aquéllas que la Carta Fundamental  señala  como  tales,  por  lo  que  debe entenderse  que  queda  incluida  en  la  potestad reglamentaria  del  Presidente  de  la  República,  de acuerdo a lo estatuido en el artículo 32, N º 8°, de la Carta Fundamental.
Agregó que sólo excepcionalmente, en determinados casos, cabe que el Congreso Nacional delegue facultades legislativas en el Presidente de la República para refundir un texto legal, cuando estime conveniente otorgarle atribuciones para modificar aspectos formales de las normas que se refunden, con el objeto de facilitar una cabal comprensión de las mismas,
Finalmente,  puso de manifiesto el contrasentido que, a su juicio, implica incluir normas legales vigentes, sin enmienda alguna, en un proyecto de ley e hizo presente la inconveniencia de tal proceder, por estimar que el hecho de que una  disposición esté contenida en una ley en vigencia y, simultáneamente, forme parte de un proyecto de ley, podría inducir a confusión y producir incertidumbre sobre la materia.
En cuanto al caso específico de la situación producida con el proyecto modificatorio de la ley N° 18.838, sobre Consejo Nacional de Televisión, la Comisión estimó que, si bien es cierto que en el primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones se da cuenta detallada, a título informativo, de las modificaciones introducidas al proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, tanto la proposición de la referida Comisión como la resolución del Senado consistieron en sustituir el texto del proyecto de la Cámara de origen en su totalidad, reemplazándolo por otro, que, como se ha explicado,  contenía el texto refundido de la ley aludida.
En consideración a lo expuesto, la Comisión, por unanimidad, acordó sugeriros solicitar a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones que adecué su proposición a los criterios precedentemente señalados, con el objeto de que esta Corporación, a su vez, pueda enviar a la H. Cámara de Diputados un nuevo oficio comunicatorio de los acuerdos adoptados por el Senado, en reemplazo del originalmente remitido.
En  los  términos  precedentemente expuestos,   vuestra   Comisión   de   Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros,  tiene el honor de absolveros  la consulta formulada.
Acordado en sesión de esta fecha, con asistencia de sus miembros HH. Senadores señores Hernán Vodanovic Schnake (Presidente), Sergio Diez Urzúa, Sergio Fernández Fernández, Ricardo Hormazábal Sánchez y Carlos Letelier Bobadilla.
¶14
Sala de  la  Comisión,  a  17  de diciembre de 1991.
PATRICIO USLAR VARGAS
Secretario



